Guatemala, 02 de octubre de 2012

Señor

Emilio Álvarez Icaza

Secretario Ejecutivo

Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Ref:

Opinión sobre la consulta realizada por la CIDH, dentro del proceso de fortalecimiento al Sistema Interamericano, para las reformas a su reglamento.

Distinguido señor Álvarez Icaza:

Las organizaciones de sociedad civil guatemaltecas abajo firmantes, nos dirigimos a su persona, con la finalidad de hacer llegar por su intermedio a la Honorable Comisión Interamericana de Derechos Humanos, nuestra opinión sobre los temas de consulta para las reformas al reglamento de la CIDH, como parte del proceso de fortalecimiento al Sistema Interamericano.

1. Medidas Cautelares.

1.1.  Sobre la solicitud de medidas cautelares y su evaluación.

· Individualización y/o determinación de beneficiarios (arts. 25.3 y 25.8 del Reglamento).

Esta propuesta es contraria al principio de protección, puesto que especialmente en casos colectivos o en casos donde la individualización o la determinación de las víctimas no puede ser precisada en un primer momento por la gravedad y urgencia de la situación, su requerimiento obligatorio puede producir que las violaciones que se pretenden prevenir por medio del otorgamiento de una medida cautelar, sean consumadas e inclusive se produzca una violación más grave.  Por ello, es importante que haya previsión de naturaleza colectiva y exista una flexibilidad en cuanto a la exigencia de la individualización y determinación de las víctimas, con el fin de asegurar los derechos fundamentales de los beneficiarios. Además, el artículo 25.4.3 ya establece que para considerar la gravedad y urgencia para la otorgación de una medida cautelar, tomara en cuenta la identificación individual de los potenciales beneficiarios o la determinación del grupo al que pertenecen, por lo tanto si bien puede ser necesario revisar o clarificar la practica constante de la CIDH para este tema, no necesariamente debe ser un tema sujeto de reforma.

· Consideraciones sobre el consentimiento de la parte beneficiaria (art. 25.4.c del Reglamento).

Existen situaciones particulares, en donde es imposible obtener por razón de tiempo, distancia u otros motivos, el consentimiento del beneficiario (casos de personas detenidas, casos colectivos, etc.), en un primer momento, a su vez, tampoco puede ser un requisito exigible para poder otorgar una medida cautelar, en todo caso al momento de ser otorgada y de ser informado el Estado, debe haber una anuencia por parte del o de los beneficiarios de aceptar la protección estatal y  el tipo de medida que ofrece implementar.  

· Solicitud de información al Estado: prácticas y excepciones para las solicitudes formuladas por la CIDH (art. 25.5 del Reglamento).

Sobre este punto, el artículo 25.5 ya plantea el procedimiento de solicitar información a los Estados por parte de la CIDH antes de solicitarle la implementación de una medida cautelar, también contiene el criterio de excepcionalmente por razón de la urgencia y gravedad obviar solicitar información previamente. Hay que recordar que este mecanismo de protección es útil en la mayoría de casos para salvaguardar los derechos fundamentales de muchas personas, por lo que si debe revisarse es la practica interna de la CIDH respecto a la temporalidad con que se toma una u otra decisión, o lo que dura el traslado de las notificaciones, puesto que este aspecto si puede hacer diferencia entre la efectividad o no de estas medidas.

· Particularmente, se solicitan opiniones respecto de si existen situaciones o derechos respecto de los cuales la solicitud de información previa al Estado sería obligatoria, o que demandan tratamiento diferenciado.

Como se mencionó en el apartado anterior, el criterio sobre solicitar información al Estado ya está dado en el reglamento de la CIDH, por lo que no pueden crearse otros criterios que puedan restringir aun más la obligatoriedad de solicitar información a los Estados antes de tomar una decisión, por su parte también existe la excepcionalidad para obviar este procedimiento para aquellos casos de extrema gravedad y urgencia. Por su parte, no pueden crearse criterios para determinar un trato preferencial, ya la práctica de la CIDH y según el planteamiento de los hechos que se hacen constar en la solicitud pueden determinar la gravedad y urgencia de cada caso en concreto, así como la determinación de los derechos que necesitan ser protegidos para tomar la decisión de aplicar la excepción y poder otorgar la medida cautelar sin haber requerido información a los Estados.

1.2. Sobre la decisión respecto de la solicitud de medidas cautelares.

· Estructura y contenidos de la decisión de otorgar medidas (arts. 25.1 y 25.2 del Reglamento): i) Procedimiento de decisión y revisión; ii) Criterios aplicados; iii) Fundamentación jurídica; iv) Mejores prácticas en materia de diseño de medidas de protección; v) Voto afirmativo expreso de la mayoría de integrantes; y vi) Medio pertinente para dar publicidad a la decisión.

Respecto a la decisión, es importante que la CIDH pueda revisar su procedimiento interno para que se pueda tener una respuesta en el menor tiempo posible, entendemos y sabemos los grandes esfuerzos que la CIDH realiza para atender y dar respuesta en el menor tiempo  posible a todas las solicitudes de medidas cautelares que reciben, pero en algunos casos la efectividad de la decisión depende del tiempo en que la medida sea otorgada  e implementada. En cuanto a la revisión, seria importante en la práctica de la CIDH establecer un mecanismo que permita revisar las medidas otorgadas para reiterar su permanencia o levantarlas, sin embargo, en este sentido debe evaluarse el riesgo, si subsisten los factores que provocaron su solicitud y en todo caso escuchar la posición de los beneficiarios respecto a estos temas, como un insumo antes de tomar una decisión, a su vez no solo debe revisarse en razón de su vigencia, sino también debe revisare la implementación de la medida por parte del Estado.

En cuanto a la fundamentación jurídica, vemos con optimismo que las decisiones en la otorgación de las medidas puedan ser motivadas por la CIDH, pero de aplicarse este criterio, debe asegurarse que dicha motivación no retrasé la notificación del otorgamiento de la medida y eventualmente pueda retardar su implementación poniendo en riesgo los derechos fundamentales de los beneficiarios. 

En relación al criterio de que la decisión cuente con el voto expreso de la mayoría de integrantes; vemos con preocupación que esto se torne como una medida restrictiva a la hora de tomar decisiones sobre la otorgación de las medidas cautelares, es por ello que vemos con preocupación que este punto sea sujeto de consulta y posiblemente de reforma reglamentaria.

En cuanto a la publicidad de las decisiones; es importante la difusión de las decisiones de otorgamiento de las medidas cautelares, en alguna medida esto coadyuva en la protección de los beneficiarios y en el impulso para que los Estados las implemente, solo habría que considerar y evaluar si esto es conveniente o no en casos donde exista información que debe mantenerse confidencial, o en su caso cuando esta información pueda aumentar el riesgo del beneficiario.

· Difusión de criterios a través de manuales y guías prácticas.

Esto es importante si se realiza a través de los distintos mecanismos o medios que utiliza la CIDH en materia de promoción.

1.3. Sobre la implementación y vigencia de las medidas cautelares.

· Vigencia: i) Posible fijación de plazos de vigencia; y ii) Procedimiento de revisión periódica (art. 25.6 del Reglamento) y cronogramas relacionados.

En primer lugar, la vigencia de las medidas cautelares no pueden depender del establecimiento de un plazo, puesto que su vigencia debe estar sujeta a la permanencia de los factores que la originaron, para ello es importante que en la práctica se establezca por parte de la CIDH un mecanismos para su revisión periódica, pero como lo mencionamos en otro apartado, este proceso de revisión no solo debe ir encaminado a determinar su vigencia sino también debe evaluarse la implementación por parte de los Estados. Para el proceso de revisión debe tomarse en consideración la posición de los beneficiarios o sus representantes. En relación a la vigencia de las medidas cautelares, creemos que los cronogramas no son una herramienta útil para su monitoreo porque su implementación y su vigencia depende mucho de factores externos, por lo tanto la implementación y la vigencia de las mismas deben ser flexibles para asegurar su efectividad.

· Ratificación de vigencia: i) Respecto de cualquier medida adoptada, la CIDH podría establecer la práctica de revisar la necesidad de mantenerla en su próximo período de sesiones.

Si existe una revisión periódica sobre los factores que generaron la solicitud y la otorgación de la medida, así como de su debida implementación, no habría necesidad de realizar una revisión en el próximo periodo de sesiones para decidir sobre su vigencia, además que este proceso requeriría de la utilización de más recursos.

· Plazos en el procedimiento: i) Razonabilidad en la fijación de plazos; y ii) Prórrogas: reglas y excepciones.

Como fue mencionado anteriormente, el proceso del trámite de las medidas cautelares o su procedimiento no debe contener plazos establecidos derivado de su naturaleza, la cual va destinada a prevenir y proteger los derechos fundamentales de miles de personas, en este sentido pretender estandarizar un procedimiento para su trámite y otorgación puede poner en riesgo ciertos derechos garantizados en la Convención Americana. Especialmente en la etapa de solicitud y de decisión sobre su otorgamiento, no debería existir un plazo establecido por razón de necesidad, urgencia y gravedad que debe evaluarse en cada caso, en los cuales muchos requieren de una respuesta inmediata para asegurar los derechos que se encuentran en riesgo, por lo mismo, durante esta etapa inicial, no debería ser aceptada una prorroga o en su caso ser otorgadas en casos muy excepcionales.

· Seguimiento: i) Mejores prácticas y formas de seguimiento.

Respecto a este punto en específico, la CIDH debe exhortar a los Estados a adoptar o a crear mecanismos internos que permitan, dar una respuesta inmediata, implementar adecuadamente y presentar información actualizada en cada caso para coadyuvar al seguimiento de las medidas otorgadas por la CIDH, así mismo mediante su actividad de promoción, la CIDH, puede promulgar las buenas prácticas adoptadas por aquellos Estados que cumplen efectivamente con la implementación de las medidas cautelares. 

1.4. Sobre el término o transformación de las medidas cautelares.

· Levantamiento: i) Criterios que guían la solicitud de levantamiento (art. 25.7 y 25.8 del Reglamento); y ii) Salvaguardas.

· Modificación de objeto o de beneficiarios: i) Criterios; y ii) Salvaguardas.

· Otros mecanismos alternativos de protección: i) Criterios; y ii) Salvaguardas.

En cuanto al levantamiento de las medidas cautelares, esta es una decisión que debe tomar la CIDH, tomando en consideración toda la información que resulte del proceso de seguimiento y tomando en consideración la posición de las partes, en todo caso los criterios que medien o no para realizar una solicitud de levantamiento, no determinaran la decisión final.  

En relación a la modificación de objeto y de beneficiarios, esta puede darse únicamente en caso de que cambien los factores de riesgo o en caso que cesen estos factores contra algunos beneficiarios pero se genere el mismo riesgo o se produzca uno nuevo sobre otras personas, en todo caso este proceso debe ser flexible porque dichas modificaciones pueden suceder en cualquier momento.

Sin más agradecemos la atención a la presente:

Bufete Jurídico de Derechos Humanos

Centro de Acción Legal-Ambiental y Social de Guatemala

Centro de Análisis Forenses y Ciencias Aplicadas

Centro Internacional de Investigaciones en Derechos Humanos

Centro para la Acción Legal en Derechos Humanos

Fundación Sobrevivientes

Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala

Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala

Seguridad en Democracia

Unidad de Protección a Defensoras y Defensores de Derechos Humanos - Guatemala

